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Exp. 474/2021/2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXPEDIENTE: 474/2021/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	PARTE ACTORA: **********

	AUTORIDADES DEMANDADAS: DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACIÓN, DE LA SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO Y **********, INSPECTOR ADSCRITA A DICHA DIRECCIÓN.
 

	MAGISTRADO: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARÍA GABRIELA MARMOLEJO HERNÁNDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., a trece de diciembre de dos mil veintiuno.
V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 474/2021/2, promovido por la C. **********, en representación legal de la persona moral denominada “**********, señalando como autoridades demandadas al Director General de Gobernación dependiente de la Subsecretaría de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí y a otra.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el ocho de julio de dos mil veintiuno, la C. **********, en representación legal de la persona moral denominada “**********, promovió demanda de juicio contencioso administrativo, señalando como autoridades demandadas al Director General de Gobernación dependiente de la Subsecretaría de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí y a **********, Inspector adscrito a la citada Dirección de Gobernación y como acto impugnado el siguiente: 

“La resolución de la orden de visita e inspección **********, de veinte de marzo de dos mil veinte (SIC).”
II.- Mediante acuerdo de nueve de julio del dos mil veintiuno, se tuvo por admitida la demanda, por lo que se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta, a las autoridades señaladas como demandadas; emplazándolas, para que dentro del término de diez días hábiles contestaran lo que a su derecho conviniera, con el apercibimiento de que en caso de no hacerlo, de oficio se declararía la preclusión del derecho correspondiente y se tendría a las referidas autoridades por dando contestación a la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario y se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en su escrito de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de demanda.
En cuanto al plazo otorgado a las autoridades demandadas se hizo la precisión que al estar ya vigente la notificación electrónica; debería considerarse que, la notificación electrónica, que le fuera realizada surtiría efectos, al tercer día hábil siguiente a aquel en que se hubiera realizado, entendiéndose que dicha notificación se tendría por realizada al concluir el segundo día hábil posterior a la fecha de entrega del aviso electrónico a que se refiere el artículo 16 fracción I y II del Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno del Tribunal, por el que se establecen los Lineamientos para la Notificación Electrónica y acorde a lo establecido en los diversos numerales 50 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 2°, 3°, 17, 21 y artículo cuarto transitorio, del citado Acuerdo General 14/IX/2020. Por tanto, con fundamento en el artículo 241 del citado Código Procesal Administrativo se apercibió a la autoridad demandada que de no contestar la demanda dentro del plazo legal que le fue fijado, se declararía la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo y, se les tendría, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Asimismo, se precisó que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69, fracción II y 70, segundo y tercer párrafos del Ordenamiento Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo a la accionante por ofreciendo las pruebas que refirió en su escrito inicial de demanda, de las que se reservó su admisión para el momento que se resolviera sobre la contestación de la demanda.
Respecto de la suspensión solicitada por la parte actora para que no se llevara a cabo el cobro de la multa decretada en la resolución controvertida en la presente instancia; con fundamento en lo dispuesto por los artículos 260, 261 y 263 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y 35 fracción IX de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado, se concedió dicha suspensión para efecto de que no se llevaran a cabo acciones tendientes a su cobro por parte de las autoridades competentes y las cosas se mantuvieran en el mismo estado hasta en tanto se dictara la resolución definitiva en el presente juicio; quedando condicionada dicha medida a que se garantizara el interés fiscal ante la autoridad exactora conforme a las disposiciones fiscales aplicables, de conformidad con lo establecido en el artículo 263 del Ordenamiento Procesal en Comento y los artículos 135 fracción I, IV y 136 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí y las disposiciones fiscales aplicables.

También de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 del de los Lineamientos para la Notificación Electrónica, publicados en el Periódico Oficial del Estado de fecha quince de septiembre de dos mil veinte, se requirió a la parte para que manifestara, por escrito, si era su voluntad que las actuaciones procesales dictadas en el presente juicio le fueran notificadas por medio del Buzón Electrónico, en cuyo caso debería formular su registro correspondiente ante la Secretaria General de Acuerdos de este Tribunal o bien a través de su página de internet, en la siguiente liga: https://tejaslp.gob.mx/buzon_notificacion.html a efecto de que le fuera asignado un correo electrónico del dominio de este Tribunal y la clave de acceso correspondiente para su ingreso al Buzón Electrónico; debiendo informar del trámite respectivo a esta Segunda Sala Unitaria; en el entendido que de no realizar manifestación alguna, las notificaciones que se le debían practicar, serán de manera tradicional conforme a las reglas establecidas en los artículos 37 y 38 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Además, conforme a lo dispuesto en el numeral 37 y 38 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se ordenó notificar personalmente a la parte actora y a las autoridades demandada a través del buzón electrónico, con base en los artículos 48, 49, 50 y 52, del Código Procesal Administrativo para el Estado; 14 primer párrafo, 15 segundo párrafo, 16, 17, 21 y artículo cuarto transitorio, del Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno del Tribunal por el que se establecen los Lineamientos para la Notificación Electrónica.
III.- En auto de veinticuatro de agosto del presente año, se dio cuenta con el oficio y anexos, que presento ********** en su carácter de Director General de Gobernación y ********** ostentándose bajo el carácter de Inspector adscrito a la Subdirección de Alcoholes, recibido el doce de agosto de dos mil veintiuno, mediante el cual señalaron dar contestación a la demanda; sin embargo dado que la primera de las autoridades si acredito su personalidad en los términos dispuestos en el artículo 220 del citado Código Procesal Administrativo para el Estado y no así el C. ********** quien compareció bajo el carácter de Inspector adscrito a la Subdirección de Alcoholes, empero fue omiso en exhibir la copia certificada del nombramiento que le fue conferido.
En consecuencia, se tuvo al Director General de Gobernación por contestada la demanda por lo que se ordenó que con copia simple del oficio contestatorio y sus anexos a la parte actora para los efectos legales conducentes.
Tocante a ********** quien compareció bajo el carácter de Inspector adscrito a la Subdirección de Alcoholes; se le dijo que no ha lugar a tenerle por contestada la demanda, en virtud de que el compareciente fue omiso en exhibir copia certificada del nombramiento respectivo con el que acreditara su personalidad para comparecer al presente juicio.

Por otra parte, con fundamento en lo establecido por los preceptos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes las siguientes:

A la parte actora, se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documental siguientes:

· Copia certificada del instrumento notarial **********, a cargo del protocolo licenciado **********, notario público **********, con ejercicio en el Distrito Federal; 
· Resolución de veinte de marzo de dos mil veinte, firmada por el Director General de Gobernación, **********;

· La instrumental de actuaciones;
· La presuncional legal y humana.
A LA AUTORIDAD DEMANDADA Director General de Gobernación del Estado, se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales consistentes en:

· Copia certificada de su nombramiento;
· Copia simple de la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación, **********, emitida por **********, en su carácter de Director General de Gobernación, en fecha seis de marzo de dos mil veinte; 
· Copia simple del acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada, **********, de seis de marzo de dos mil veinte; 
· Copia simple de la resolución, de veinte de marzo de dos mil veinte, emitida por el Director General de Gobernación;

· Instrumental de actuaciones;

· Presuncional legal y humana.
Finalmente de conformidad con lo establecido en la fracción II, del artículo 237 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se otorgó el plazo de diez días a la actora para que formulara su ampliación a la demanda, en virtud de que el actor del juicio en su escrito inicial de demanda, negó que se le hubiera dado a conocer la orden de inspección y acta circunstanciada que dio origen al acto impugnado, y al respecto la autoridad demandada exhibió anexas a su contestación copia simple de dichas constancias. Así también, se hizo constar que una vez que transcurriera el término que le fue otorgado a la parte actora para la ampliación de demanda, y fuera el momento procesal oportuno, se fijaría fecha y hora para la celebración de la audiencia final.

IV.- A través del proveído de veintiuno de septiembre de dos mil veintiuno, se dio cuenta con el escrito que presentó la C. **********, representante legal de la persona moral denominada “**********, recibido en la Oficialía de partes de este Tribunal el catorce de septiembre del año actual, mediante el cual amplio la demanda; por tanto, se le tuvo por interpuesta la ampliación de la demanda y con la copia simple del citado escrito de ampliación se ordenó correr traslado a las autoridades  demandadas para que dentro del término de diez días, manifestaran lo que a su derecho conviniera, ofrecieran y exhibieran las pruebas que estimaran convenientes  y expresaran los hechos que con estas se encontraran relacionados; apercibidas que de no hacerlo de oficio se declararía la preclusión del derecho correspondiente y se les tendría por contestando la ampliación de la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.  
Asimismo se tuvo a la actora por ofreciendo la prueba a que se refirió en su escrito de ampliación de demanda, reservándose proveer sobre la admisión de la misma para el momento procesal oportuno.

V.- En auto de diecinueve de octubre del dos mil veintiuno se tuvo a **********, Inspector adscrito a la Dirección General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí, por no contestando la ampliación de la demanda en el término de diez días hábiles que le fue concedido en el acuerdo de veintiuno de septiembre de dos mil veintiuno; por tanto, se le hizo efectivo el apercibimiento formulado en el citado auto y se e tuvo por precluido su derecho para contestar la ampliación de la demanda, y por contestada la misma en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
Por otra parte se dio cuenta con el oficio que presentó **********, en su carácter de Director General de Gobernación del Estado de san Luis Potosí; visto el contenido del mismo se tuvo a dicha autoridad por contestada la ampliación de la demanda, en virtud de lo cual se ordenó que con copia simple del escrito contestatorio se corriera traslado a la parte actora para los efectos legales correspondientes.

De igual manera, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, se admitieron como pruebas de las partes dentro de la ampliación de demanda –y su contestación respectiva-, las siguientes:
A la parte actora:
· Presuncional legal y humana.
· Instrumental de actuaciones.
A la autoridad demandada compareciente:
· Copia certificada de su nombramiento.

· Presuncional legal y humana.
· Instrumental de actuaciones.
Por último, se señalaron las once horas del veinticuatro de noviembre del dos mil veintiuno, para el desahogo de la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado, precisando que atentos a que las pruebas a desahogar en la audiencia final eran meramente documentales que se desahogan por su propia y especial naturaleza, la audiencia final se celebraría sin la asistencia de las partes.
VI.- En la fecha y hora indicadas en el punto resolutivo anterior - once horas del veinticuatro de noviembre del dos mil veintiuno -, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos; dio cuenta de las actuaciones acontecidas en el presente juicio –demanda y su ampliación, así como sus respectivas contestaciones-. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza, se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se dio cuenta de los que por escrito formulo el autorizado de la parte actora y se certificó que no se formularon estos por las autoridades demandadas; dándose por concluida la audiencia y finalmente se citó para resolver.
V.- En auto de fecha doce de diciembre del año en curso, se hizo del conocimiento de las partes que por acuerdo dictado en Sesión Extraordinaria del Pleno de este Tribunal, celebrada el trece de diciembre de dos mil veintiuno, se determinó adscribir a la Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, como Magistrada titular de la Segunda Sala Unitaria.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracciones I y V, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad del Poder Ejecutivo Estatal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- El estudio de las causales de improcedencia es de orden público y preferente al fondo del asunto, por lo que si obran constancias agregadas a autos del expediente de las que se advierta alguna de las hipótesis de improcedencia o sobreseimiento del juicio, a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes, estas deben ser tomadas en cuenta para la emisión del fallo, al estar vinculadas dichas actuaciones con la precedencia del juicio. El criterio que adopta la Sala se apoya en la Tesis de Jurisprudencia que a continuación se transcribe.
“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. ANTE LA EXISTENCIA DE ALGÚN INDICIO DE UNA CAUSAL DE ESA NATURALEZA, EL JUZGADOR DEBE INDAGAR O RECABAR DE OFICIO LAS PRUEBAS NECESARIAS PARA ASÍ ESTAR EN POSIBILIDAD DE DETERMINAR FEHACIENTEMENTE SI OPERA O NO ESA CAUSAL.

Conforme al último párrafo del artículo 73 de la Ley de Amparo, el examen de las causales de improcedencia del juicio de garantías es oficioso, esto es, deben estudiarse por el juzgador aunque no las hagan valer las partes, por ser una cuestión de orden público y de estudio preferente al fondo del asunto. Asimismo, esta regla de estudio oficioso debe hacerse extensiva a la probable actualización de dichas causales cuando éstas se adviertan mediante un indicio, sea que una de las partes las haya invocado u ofrecido o que el juzgador las hubiese advertido de oficio, pues con independencia de cuál sea la vía por la que se conocieron esos indicios, el juzgador de amparo los tiene frente a sí, y la problemática que se presenta no se refiere a la carga de la prueba, sino a una cuestión de orden público; por consiguiente, si de las constancias de autos el juzgador de amparo advierte un indicio sobre la posible existencia de una causal que haría improcedente el juicio constitucional, oficiosamente debe indagar y en todo caso allegarse de las pruebas necesarias para resolver si aquélla se actualiza o no y así, probada fehacientemente, sobresea en el juicio o bien en caso contrario, aborde el fondo del asunto. Época: Novena Época, Registro: 176291, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Enero de 2006, Materia(s): Común, Tesis: 1a./J. 163/2005, Página: 319”

En ese tenor, la Titular de la Segunda Sala Unitaria advierte que en el caso, se actualiza la causal de improcedencia prevista por el artículo 229, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la improcedencia del Juicio Contencioso Administrativo, en contra de actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos de la parte actora, de acuerdo con las consideraciones que a continuación se exponen.

El artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece que para demandar en el Juicio Contencioso Administrativo, hay que detentar interés jurídico o interés legítimo; el primero corresponde a la titularidad de un derecho subjetivo público, mientras que el segundo atañe a invocar una situación de hecho tutelada por el orden jurídico, ya sea de un sujeto determinado o de los integrantes de un grupo diferenciado del conjunto general de la sociedad.

A efecto de dar sustento a lo anterior, a continuación se transcribe el precepto legal citado:

ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 
Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad. 

En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.
Ahora bien, de las constancias de autos se advierte que en el presente caso comparece a juicio la persona moral denominada “**********por conducto de su Apoderada Jurídica la C. **********, quien acredita su personalidad con copia certificada del instrumento notarial número ********** del libro **********, del protocolo de notario público número ********** del Distrito Federal, que contiene la protocolización del Acta de la Asamblea General Ordinaria de Accionistas de las persona moral ya mencionada y en la cual se otorga en favor de **********, Poder General, para Pleitos y Cobranzas, Especial para Pleitos y Cobranzas Limitado a ser Ejercido en el Área Laboral, y Poder Especial para Actos de Administración Limitado a ser Ejercido en el Área Laboral; cuya documental se encuentra visible a fojas 10 a la 18  de autos y merece valor probatorio pleno en términos del artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado.

En ese sentido, la persona moral ya mencionada**********por conducto de su apoderada legal, acude a juicio a demandar la nulidad de la resolución administrativa emitida con fecha veinte de marzo del dos mil veinte, con motivo de la orden de inspección y acta de inspección circunstanciada  **********, habida cuenta que en el escrito inicial de demanda visible a foja 2 a la 9 de autos, se precisa como acto impugnado y como pretensión de la accionante, lo siguiente:

I.- Resolución impugnada:

“Resolución de fecha 20 de marzo de 2020, en la que se condena  (….), al pago de la multa  por **********, supuestamente por no respetar el giro de licencia; en relación a la inspección número ********** de fecha 06 de marzo de 2020, en el establecimiento de Abarrotes con venta de cerveza denominado “**********”, en el domicilio ubicado en calle **********.”

VI.- Pretensión que deduce en juicio:

“Que ese H, Tribunal declaré la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada. Lo anterior, toda vez que la multa impugnada deviene de un acto viciado desde su origen, es decir, es fruto de un acto desconocido por mi representada (….)”

La representante legal de la persona moral enjuiciante, para acreditar la existencia del acto impugnado, acompaño al escrito inicial de demanda el documento con firma autógrafa en el que consta la resolución emitida el veinte de marzo del dos mil veinte, por el Director General de Gobernación, relativa a la orden de inspección y acta de inspección circunstanciada **********, levantada al establecimiento con giro de Abarrotes con venta de Cerveza denominada “**********”, ubicado en **********, y que se encuentra visible a fojas 21 a la 24 del expediente en que se actúa y merece valor probatorio pleno en términos del artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado; cuya imagen digitalizada se inserta enseguida.

(Imagen Digitalizada)
Del análisis del contenido del documento digitalizado, se obtiene que no se encuentra dirigido en forma alguna a la persona moral actora, sino a una diversa; toda vez que se advierte lo siguiente:

a) Que dicha resolución deriva de la orden de inspección y acta de inspección circunstanciada  ********** que se levantó al establecimiento con giro de Abarrotes con venta de Cerveza denominada “**********”, ubicado en **********.;
b) Que en el resultando SEGUNDO señala al C. **********, como propietario del establecimiento con giro de Abarrotes con venta de Cerveza, ubicado en **********.;
c) Que se impone al propietario del establecimiento ya mencionado una multa de **********., por la violación al artículo 32 fracción I de la Ley de Bebidas Alcohólicas;
d) Que se apercibe al C. **********, como propietario del establecimiento con giro de Abarrotes con venta de Cerveza denominado “**********” para que respete el giro de la licencia que le fue otorgada;
e) Que en ninguna parte de la resolución impugnada aparece señalada la persona moral denominada “**********.
En ese contexto, si en el caso la C. ********** formula la presente reclamación en su calidad de Apoderado Legal de la  empresa identificada como “**********, y comparece en representación de la misma; se requiere de prueba directa que justifique el interés jurídico de la persona moral en referencia para intervenir en la presente controversia, en los términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, conforme al cual para demandar en el Juicio Contencioso Administrativo, hay que detentar interés jurídico o interés legítimo; esto es, que en el caso se requiere de un acto de autoridad, dirigido a dicha persona moral por sí misma o representada por su apoderada.

Sin embargo, en el caso no se acredita que el acto impugnado se encuentre destinado a la empresa por sí misma, o bien, por conducto de su mandataria, habida cuenta que tampoco se hace referencia en forma alguna, a que la orden de inspección y el acta circunstanciada de inspección que dieron origen a la emisión de dicho acto, haya sido dirigida a esta como tal, o a través de su mandataria.

Por tanto, del contenido del acto impugnado se advierte que no afecta derechos subjetivos de la accionante, toda vez que no reflejan que la persona moral demandante sea la destinataria de dicho acto, razón por la cual no se acredita el interés jurídico de la empresa denominada “**********, para comparecer a demandar la nulidad con motivo de la emisión de la resolución que reclama, pues del contenido de la misma se obtiene que no se encuentra dirigido a la persona moral actora, sino que este se encuentra destinado al C. **********, como propietario del establecimiento, sin que haya prueba directa alguna de que el acto impugnado afecte derechos subjetivos de la mandante de **********, toda vez que no prueba que la persona moral que representa sea destinataria del acto impugnado.

Confirma lo anterior lo expuesto por la accionante en los puntos relativos al capítulo de “ANTECEDENTES”, en su escrito de demanda, donde manifiesta que la persona moral que representa no es titular y/o propietaria de la negociación, materia de la visita de inspección que fue origen de la multa controvertida, al señalar textualmente lo siguiente:  

“A. ********** NO es titular y/o propietaria de la negociación, materia de la visita de inspección, misma que es el origen de la multa controvertida; es decir, el establecimiento inspeccionado desde el año 2017, no es propiedad de mi representada, de acuerdo a lo establecido en el artículo 231 del Código de la materia”

Derivado de lo anterior, al intentar la persona moral actora por conducto de su representante legal, a nombre propio la presente demanda respecto de un acto de autoridad que está destinado a una persona diversa; no se advierte que el acto impugnado incida en la esfera jurídica de sus derechos y por ende tampoco acredita una afectación a sus intereses jurídicos.
Sirve de apoyo a lo anterior los siguientes criterios jurisprudenciales que por analogía al caso concreto resultan aplicables.

“Sexta Época, No. Registro: 268700, Instancia: Segunda Sala, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tercera Parte, IX, Materia(s): Común, Tesis: Página:    73

INTERES JURIDICO EN EL AMPARO. La afectación de los intereses jurídicos requiere una especial demostración para que pueda admitirse ya que no es jurídico ni racional hacer inferencias, carentes en lo absoluto de una base de la que pudiera presumirse ese interés jurídico enunciado, pero no probado, como lo requiere la propia naturaleza del juicio de garantías que, por ser contencioso, queda sujeto a normas de orden procesal claras y terminantes, que conducen a establecer que el que afirma está obligado a probar, y la falta de esa prueba a nadie más que a la parte quejosa es imputable…”

“Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación XI, Marzo de 1993, Página: 296, Tesis Aislada, Materia(s): Común

INTERES JURIDICO, FALTA DE. Si los quejosos promovieron por su propio derecho y alegan que el acto reclamado afecta a una sucesión, es incuestionable que carecen de interés jurídico para reclamar el proveído de referencia, si omiten acreditar ante el juez de Distrito que representarán legalmente a la sucesión presuntamente afectada. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO…”
Del resultado de las anteriores consideraciones, esta Sala Colegiada determina, que al acreditarse la causal de improcedencia señalada por la fracción II del artículo 228, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que rige el proceso administrativo, la cual se refiere a la improcedencia del juicio al no afectarse los intereses jurídicos o legítimos del actor; lo que procede es decretar el sobreseimiento de la presente causa, acorde con lo dispuesto por el artículo 229 fracción II  del Código antes citado.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 228 fracción II, 229 fracción II,  248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Por las razones y fundamentos que han sido expuestos en el considerando Segundo de esta resolución, se decreta el SOBRESEIMIENTO del juicio.
TERCERO.- Notifíquese.
Así lo acordó y firma, licenciada María Olvido Rodríguez Ramírez, Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe. Rubricas.
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